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AGUA, LEGISLACIÓN Y 
RECTORÍA ESTATAL 

R E S U M E N 

Con el objetivo tácito de aportar elementos que debieran 
considerarse en la elaboración del proyecto de Ley de 
Recursos Hídricos que se discute en la Asamblea 
Legislativa, y previo bosquejo de la problemática del agua 
en Costa Rica actualmente, se explica la importancia que 
tiene para el país que las instituciones públicas nacionales 
mantengan la concesión de pleno derecho del agua: en 
función del bien común y con el fin de seguir cumpliendo 
con los objetivos para los cuales fueron creadas, siempre y 
cuando -como ha sido hasta ahora- se respete la normati-
va ambiental. Se evalúa críticamente el proyecto de Ley de 
Recursos Hídricos advirtiendo del peligro de que intereses 
privados se valgan de ciertos portillos en detrimento de 
aprovechamientos colectivos. Se plantea la inconveniencia 
social y ambiental de que la nueva ley abra el sector eléc-
trico a la iniciativa privada. 

Based on an overview of current water resources 
problems in Costa Rica, the importance for the 
country of keeping water rights under the control 
of public institutions is analized. This considering 
the needs of the majority of the population, and 
assuming that the public institutions comply with 
the general objectives backing their creation, and 
obey the existing environmental regulations. The 
final aim is the outlining ofelements thatshouldbe 
taken into account in the new Water Resources 
Law project, presently under discussion at the 
Congress of Costa Rica. This last proposal is criti-
cally analyzed, warning about the possibility that 
prívate interests might take control of the 
resources, using loopholes existing in the text 
under discussion. The inconvenience that the coun-
try's electrical energy sector be open to prívate 
companies is also discussed, based on social and 

iviron mental grounds. 

Roberto Jiménez, economista, es director de Planeamiento 
Ambiental del Instituto Costarricense de Electricidad y profe-
sor en las universidades Nacional y de Costa Rica. 

por ROBERTO JIMÉNEZ 

La contaminación creciente de los ríos por acti-
vidades humanas -domésticas y productivas-
plantea un serio reto a la sociedad costarricen-

se. "Solo el 2% del total de las aguas negras del país 
tienen tratamiento, el 22% de la población es servida 
con alcantarillado sanitario, un 68% posee tanque 
séptico y un 10% usa otros sistemas de disposición -
en su mayoría letrinas-; esto, unido al uso de agroquí-
rnicos en las áreas de recarga y producción de aguas 
subterráneas, constituye un factor de riesgo ambien-
tal" (Ministerio de Salud 2003: 17). 

Paralelamente, crecen mucho en número los pozos 
para extraer agua: en la década de los ochenta el nú-
mero de pozos autorizados y digitados según el Servi-
cio Nacional de Aguas Subterráneas Riego y Avena-
miento (Senara 2003) fue de 1.336 y en los noventa 
pasó a 3.780 (una tasa de crecimiento de 183% en 20 
años) -además, están los pozos construidos sin autori-
zación. Es posible que los acuíferos se estén sobreex-
plotando en el Valle Central. 

La pérdida de la cobertura vegetal en zonas de 
gran importancia para el recurso hídrico y la ausencia 
de planificación urbana y territorial atentan contra 
algunos de los principales mantos acuíferos y ríos del 
país, " . . . la gestión del Ministerio del Ambiente para 
hacer cumplir con los lincamientos de la Ley Forestal 
en cuanto a protección y conservación de las márge-
nes de los ríos y las zonas de potencial de recarga 
acuífera ha sido escasa, situación que se denota por la 
poca cobertura boscosa que éstas muestran" (Contra-
loria General de la República 2002: ii). Las institucio-
nes responsables de planificar, ejecutar y establecer 
los mecanismos de control y supervisión para el uso y 
protección del recurso hídrico ostentan una capaci-
dad técnica y recursos financieros bastante limitados 
(para una caracterización de los problemas institucio-
nales que aquejan la gestión del recurso hídrico en 
Minae, A y A y Senara, ver: Contraloría General de la 
República 2002). 



La mencionada falta de planificación, el des-
mantelamiento de instituciones clave y una vi-
sión que pretendía que el mercado podía solu-
cionar todos los problemas, han llevado a la ne-
cesidad de un cambio importante en la gestión 
del agua en el país. Sin embargo, "se carece de 
un documento que marque las pautas necesarias 
en el ordenamiento territorial, para lograr un de-
sarrollo sostenible. Consecuentemente, no se vi-
sualizan acciones que propicien una administra-
ción eficiente del recurso hídrico, donde a través 
de un adecuado ordenamiento territorial se esta-
blezcan las áreas de protección" (Contraloría 
General de la República 2002: ii i). Unido a lo 
anterior se nota la falta de voluntad por parte de 

En general, en el país hace falta contar con 
sistemas de monitoreo y control de la calidad y 
cantidad del agua. Exceptuando las trece cuen-
cas en las que el Instituto Costarricense de Elec-
tricidad (Ice) mantiene desde hace más de 30 
años información de cantidad de agua y de sedi-
mentos, la información en las restantes 21 cuen-
cas del país es débil, " . . . la información con que 
se cuenta en el país referente a los recursos hí-
dricos está dispersa entre una serie de institucio-
nes que tienen competencias específicas deriva-
das de sus leyes constitutivas y otras normas" 
(Contraloría General de la República 2002: vii i). 
Es clara la ausencia de coordinación institucio-
nal en la gestión del recurso hídrico. Una gran 

instituciones como el Ministerio del Ambiente 
(Minae) para trabajar en la gestión de cuencas, 
al no asignar prácticamente recursos humanos y 
materiales a ello, pese a la importancia que tiene 
el enfoque de gestión de cuencas (Dourejeanni 
1994). 

Se ha apreciado en el país dispersión, ambi-
güedad y falta de actualización del marco jurídi-
co e institucional en lo relativo al agua, lo que 
constituye una fuerte restricción para llevar a 
cabo las acciones encaminadas a su gestión sos-
tenible. Por ello, se considera oportuno contar 
con una Ley de Recursos Hídricos que de forma 
general e integral brinde las orientaciones bási-
cas para llevar a cabo una gestión sostenible. 

Peter Keetman 

cantidad de problemas podrían ser solucionados 
si se contara con instancias de coordinación e 
información que permitieran conocer los planes, 
programas, proyectos y estudios que los diversos 
actores realizan. Más que crear una superdepen-
dencia para el recurso hídrico, una nueva legis-
lación debiera establecer los mecanismos de 
coordinación. El Plan Nacional de Recursos Hí-
dricos (PNRH) puede ser el instrumento para 
lograr la coordinación e integración de esfuer-
zos, solucionar conflictos de uso y aglutinar es-
fuerzos para la gestión integral a través de pro-
gramas y proyectos en las cuencas. En efecto, 
"La percepción de errores que se comete con los 
enfoques parciales en la gestión del agua ha ge-
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nerado una serie de demandas de mayor coordi-
nación en la toma ele decisiones. Aparentemen-
te ello puede lograrse mejor si se consideran a las 
cuencas hidrográficas como territorios-base para 
fomentar la conciliación de intereses entre per-
sonas y del entorno" (Dourejeanni y Jouravlev 
2002:19). 

El proyecto de Ley de Recursos Hídricos 
Una nueva legislación sobre el recurso hídri-

co debiera tener entre sus características más 
importantes las siguientes: (1) Brindar las orien-
taciones fundamentales para la gestión del agua 
de los diferentes sectores, sin entrar en detalles 
innecesarios. (2) Armonizar el aprovechamien-
to con la protección del agua y del ambiente. (3) 
Debe ser viable, realista, e incluso podría crear 
las bases para su efectiva implementación. (4) 
Debe ser integral y con un horizonte de largo 
plazo. (5) Debe mantener y aprovechar las capa-
cidades institucionales existentes y promover la 
coordinación interinstitucional sin crear instan-
cias burocráticas. (6) Ha de ser efectiva en el 
sentido de que con el menor número de trámi-
tes, procedimientos y recursos se pueda lograr 
los objetivos planteados. 

El estado como representante de la colectivi-
dad debe asegurar el uso racional y sostenible de 
los recursos comunes como el agua, para lo que 
puede desarrollar políticas como: (1) Protección 
absoluta en áreas de especial interés. (2) Políti-
cas de comando y control por medio de las insti-
tuciones o dependencias del estado. (3) Aplica-
ción de instrumentos económicos para la inter-
nalización del valor económico del agua para 
orientar un aprovechamiento eficiente y dismi-
nuir la contaminación. (4) Programas de educa-
ción y concienciación del valor del agua. (5) 
Participación social para la gestión sostenible del 
agua. 

La legislación del recurso hídrico debe apro-
vechar e integrar los esfuerzos de las diversas ins-
tituciones nacionales que laboran en ese campo 
para establecer la cantidad y calidad del recurso, 
potenciales demandas, conservación y aprove-
chamiento racional. El proyecto de Ley de Re-
cursos Hídricos es amplio en la enumeración de 
los documentos formales requeridos' para trami-
tar la solicitud de una concestón, así como para 
su asignación. Sin embargo, es omiso en la defi-
nición de cuáles políticas fundamentales enmar-

can el ideal del aprovechamiento y conservación 
del agua del estado costarricense. Es necesario 
que la ley establezca con claridad las prioridades 
de uso, considerándolas según sean de interés 
privado o colectivo, así como que defina un 
principio claro de jerarquía entre los usos de ca-
rácter nacional, regional y local. El proyecto de 
Ley no establece ningún principio que privilegie 
el uso del agua para propósitos de interés públi-
co (cuando la explotación la realiza una institu-
ción estatal con un claro mandato legal y com-
petencia para realizarla), o para aprovechamien-
tos de múltiples propósitos. No establece de for-
ma precisa una jerarquía de uso del agua como 
política nacional, ya que cada oficina regional de 
la Dirección Nacional de Recursos Hídricos 
(DNRH) puede, a través de su plan hidrológico 
regional y en forma independiente, fijar su pro-
pia escala de preferencias. El interés general de 
la colectividad expresado en proyectos de carác-
ter nacional debe prevalecer sobre intereses lo-
cales o particulares, buscando siempre hacerlos 
compatibles y compensando cuando sea perti-
nente. Por otra parte, debe definir sus alcances 
con base en la determinación clara de sus obje-
tivos. Es a partir de éstos que se debe establecer 
el qué se va a normar y, a partir de los objetivos, 
se debe definir los mecanismos a través de los 
cuales se logrará cumplir con dichos propósitos; 
es decir el cómo. Se aprecia importantes defi-
ciencias en ese sentido. 

Del proyecto de ley se destaca el hecho de 
que el agua sigue manteniéndose como un re-
curso colectivo y de carácter nacional regulado 
por el estado. Siendo éste el representante de la 
colectividad, es el que de acuerdo al bien común 
debe asignar o concesionar dicho bien público. 
En ese sentido es totalmente valido ese enfoque, 
debiendo prevalecer en cualquier aprovecha-
miento de agua el bien común como criterio de 
priorización. Debiera, sin embargo, definirse de 
forma clara los casos en que se permitiría el tras-
lado de una concesión a otro, con el f in de evi-
tar crear mercados de concesiones de agua. 

El proyecto de ley crea zonas de protección 
absoluta aplicando el criterio de precaución. No 
obstante, es conveniente definir de forma más 
clara cuándo se considera tales zonas con ese es-
tatus. Preocupa que muchas de las obras del sec-
tor eléctrico y de acueductos para agua potable 
requieran llevar a cabo obras de infraestructura 
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dentro de estas áreas para fines de protección 
del agua, lo cual según algunos artículos no sería 
posible. En ese sentido se considera que el pro-
yecto de ley debe circunscribirse a la protección 
del recurso hídrico y no legislar y normar aspec-
tos que tienen que ver más con temas ambienta-
les, los cuales se encuentran amparados por le-
gislación con ese propósito específico. 

Se debe buscar que el sector empresarial es-
tablezca de forma voluntaria, inicialmente, siste-
mas de producción más amigables con el am-
biente y específicamente con el agua. Por otra 
parte, los mecanismos de monitoreo y control 
del estado deben asegurar el cumplimiento de la 
legislación existente, estableciendo las medidas 
correctivas que sean necesarias. Se debe dejar 
abierta la posibilidad para que el estado pueda 
brindar incentivos económicos con el f in de que 
empresa privada e instituciones inviertan en el 
mejoramiento de la calidad del agua que vierten 
y en procesos más eficientes en el uso del agua. 

Unido a las políticas de control directo del 
estado debe crearse instrumentos económicos 
que graven la degradación y uso del agua. El pro-
yecto de ley plantea el canon por vertido y apro-
vechamiento. Es importante que se defina de 
forma más precisa la forma como se establecerán 
los parámetros para el cobro económico y las ins-
tancias que aprobarán éstos (Minae, Aresep). 
En ese sentido debe aclararse quién define el ca-
non, si se hace de forma general o bien según es-
pecificidades de la cuenca y de los aprovecha-
mientos o tipo de vertido. 

Existe el riesgo de que la internalización del 
costo del agua tenga como propósito el recaudar 
recursos para mantener o aumentar dependen-
cias burocráticas que no contribuyen a la gestión 
sostenible del recurso hídrico. La descentraliza-
ción debe llevar a la asignación de recursos para 
la gestión directa en el monitoreo, supervisión, 
estudios y recuperación de las cuencas hidrográ-
ficas por parte de las personas y organizaciones 
que trabajan en las regiones y localidades. 

El proyecto de ley es débil en las acciones pa-
ra crear conciencia en la población sobre la ne-
cesidad de un uso eficiente y sostenible del re-
curso hídrico. Debe definirse instrumentos, re-
cursos y responsables de esta labor. El proyecto 
de ley no establece principios o políticas para 
que los actores sociales que pretendan o estén 
aprovechando el agua lo hagan de forma racio-

nal y eficiente. Esto posibilita que se dé un uso 
ineficiente o irracional; y en ciertas circunstan-
cias se propicia que quien tenga prioridad en el 
uso del recurso lo haga en menoscabo del apro-
vechamiento por parte de los demás potenciales 
usuarios. 

Prevalece en el proyecto de ley un enfoque 
controlador que conduce a que se requiera de 
permisos burocráticos en exceso, los cuales en-
carecerán el costo de la gestión del agua y las ac-
tividades económicas asociadas. Los excesivos 
trámites, además, no suman valor al propósito 
de tener una gestión sostenible del recurso hídri-
co. Al plantear requisitos sin orientaciones y re-
glas claras a los diferentes agentes sociales que 
hacen uso del agua, se crean barreras al uso de 
este recurso, sin ayudar de forma efectiva a me-
jorar la gestión del agua de Costa Rica. Debe 
existir trámites, controles y requisitos, pero éstos 
han de ser sustantivos en el sentido de propiciar 
la gestión integral y sostenible del agua, agilizan-
do la manera en que el agua sea utilizada para 
contribuir al desarrollo y bienestar de los costa-
rricenses. La experiencia de las políticas de co-
mando y control (políticas explícitas) ha sido po-
co afortunada en el ámbito internacional, al te-
ner altos costos y burocracia y no cumplir los ob-
jetivos perseguidos. Esto no significa que no se 
deban aplicar estas políticas, pero lo importante 
es que estén bien orientadas y combinadas con 
otros instrumentos de política pública. 

Uno de los mecanismos que plantea el pro-
yecto de ley, contenido tanto en sus principios 
como en su operacionalización, es la necesidad 
de generar procesos participativos con los dife-
rentes grupos sociales, para lo cual habrá que es-
tablecer de forma clara las reglas de juego y las 
responsabilidades de cada actor que tenga posi-
bilidad de participar en las diferentes instancias 
concretamente establecidas para definir la ges-
tión del agua. Pero hay ambigüedad en cuanto al 
tipo y la forma en que se dará la participación so-
cial, y no se define cómo se seleccionarán los po-
sibles representantes de la sociedad civil. Preo-
cupa que en una cuenca determinada grupos pri-
vados de interés por el aprovechamiento especí-
fico del recurso hídrico logren obtener medios de 
participación y poder, convirtiendo las instancias 
de participación en medios para proteger sus in-
tereses particulares a costa de aprovechamientos 
para la colectividad. El proyecto de ley conforma 
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órganos consultivos a diferentes niveles inte-
grando a representantes de grupos locales o de 
intereses particulares, mas las funciones de estos 
órganos requieren una capacidad técnica difícil 
de alcanzar mediante la composición propuesta, 
por las previsibles falta de capacitación y caren-
cia de experiencia de los representantes. "El ele-
vado costo de las obras, así como el largo tiempo 
de maduración de los proyectos hidráulicos, ha-
ce aun más necesario que el sistema de gestión 
esté a cargo de expertos cuya permanencia no 
dependa de los cambios políticos" (Dourojeanni 
1994: 113). 

Sugerimos que la participación ciudadana se 
estimule a través de la publicación oportuna de 
los planes y programas de aprovechamiento de 
los recursos hídricos, para que, con la debida 
anticipación, cualquier sector de la sociedad que 
tenga interés cuente con la información necesa-
ria y pueda opinar sobre estos asuntos. A su vez, 
se debe crear los espacios e instancias para que 
se planteen las inquietudes, problemas y proyec-
tos de las diferentes organizaciones locales. (En 
el cuadro adjunto se presenta una primera apro-
ximación del alcance y papel que pueden jugar 
las diferentes instituciones y organizaciones que 
tienen que ver con la gestión de las cuencas y el 
agua.) 

Apertura del sector eléctrico a 
particulares 

La sociedad costarricense ha sido cuidadosa y 
celosa en el uso de los recursos naturales colec-
tivos. En general, se aprecia una orientación ha-
cia que los recursos naturales que pertenecen a 
todos se empleen prioritariamente para benefi-
cio de la colectividad. En el caso del recurso hí-
drico predomina la concepción de que es un re-
curso común que debe emplearse en beneficio 
de la sociedad en su conjunto, rechazándose en 
muchos casos explotaciones que obtienen ga-
nancias de su empleo a costa de l imitar el acce-
so a las comunidades. 

Bajo esa perspectiva, el país desde mediados 
del siglo XX, basado en un modelo de desarrollo 
solidario, le dio al Ice y al Insti tuto Costarricen-
se de acueductos y Alcantaril lados (AyA) la res-
ponsabilidad de brindar servicios de electricidad 
y agua potable de calidad a la mayor cantidad 
posible de habitantes del país. Para cumplir con 
esas responsabilidades el estado costarricense 
delegó en esas instituciones la ejecución de am-
biciosos programas de desarrollo, dotándolas le-
galmente de un conjunto de instrumentos y me-
dios, y se les otorgó la concesión de pleno dere-
cho, lo que es congruente con las responsabilida-
des asignadas. 

FASES Y COMPETENCIAS EN LA GESTION DEL AGUA 

FASES DIAGNOSTICO O R D E N A M I E N T O 
RECURSOS 

PLANES Y 
P R O G R A M A S 

EJECUCION DE 
ACCIONES E V A L U A C I O N 

DIRECCION 
MINISTERIO 

RECTOR 

Define metodologías 
y enfoques, 

Guía el proceso 
Obtiene recursos y 

profesionales. 
Evalúa de forma 

participativa 
resultados. 

Establece oferta 
y demanda 

Aprueban con base 
en prioridades de la Ley, 

diagnóstico y planes 
sectoriales nacionales 

el plan de ordenamiento 
de la cuenca en 

coordinación con 
instituciones con 

competencias. 
Resolución de conflictos 

Aprueba el plan hídrico. 
Aprueba planes por cuenca. 
Integra proyectos prioritaros 

de interés nacional. 
Adiciona estudios 

especiales. 

Apoyan con recursos 
proveniente del canon. 
Participa con personal 

de las unidades regionales 
en la ejecución del plan. 

Realiza evaluación 
técnica de la ejecución 

de los planes de la 
cuenca. 

ENTES 
NACIONALES 

Participan y apoyan. 
Brindan su criterio 

técnico, su visión y 
planes 

sectoriales. 
Establecen demanda 

de agua según 
su competencia 

Participan en elaboración. 
Definen sus prioridades 
en la cuenca y ajustan 
sus planes si es posible 

o bien plantean sus 
planes y proyectos para 
su inclusión en el plan 

de ordenamiento. 

Participan en la elaboración 
de planes, programas y 

proyectos. 
Integran sus planes a los 

de los otros actores sociales 
de la cuenca 

Ejecutan los proyectos 
sectoriales. 

Contribuyen con proyectos 
de interés colectivo. 

Apoyan técnicamente. 

Participa en la 
evaluación de la 

ejecución de planes, 
según las instancias. 
Brinda informes de 
evaluación de la 

ejecución de sus planes 
y proyectos. 

UNIDADES 
DE 

CUENCA 

Brindan sus 
percepciones sobre 

sus problemas e 
inquietudes. 

Coordinan en caso de 
tener capacidad 
la ejecución del 

diagnóstico. 
Establece sus 

requerimientos de agua 

De tener capacidad 
coordinan la realización 

del plan de ordenamiento, 
Integran visiones y 
criterios técnicos 

de los sectores. 
Someten a aprobación 

plan al ente rector. 

Elaboran proyectos de 
interés local. 

Definen prioridades de sus 
proyectos y responsables. 

Ejecutan proyectos locales. 
Supervisan proyectos de 

otras instituciones. 
Apoyan gestión de 

instituciones nacionales. 

Establecen sistemas 
de seguimiento y 

control de las acciones 
en la cuenca. 
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Por tanto, el enfoque que indica que las ins-
tituciones referidas son iguales a cualquier parti-
cular deja de lado aspectos de vital importancia: 
dichas instituciones son representaciones del 
mismo estado y tienen obligaciones en la presta-
ción de servicios que no tiene ningún privado. 
Su propósito es hacer un uso de los recursos pa-
ra el bien de la colectividad y no de obtener ga-
nancias como una entidad privada. 

Algunas orientaciones filosóficas y de políti-
ca pública recientes consideran que los agentes 
privados pueden prestar los servicios de electri-
cidad y agua potable. Aunque no compartimos 
esta posición, en caso de que aplicara ante even-
tuales desabastecimientos de estos servicios, se-
ría el mismo estado el que tendría la responsabi-
lidad última de brindarlos, de acuerdo al ordena-
miento jurídico; esa obligación sería cumplida de 
forma efectiva por las instituciones estatales con 
potestades y medios para hacerlo, dentro de los 
cuales la concesión del agua es una herramienta 
básica. Vale la pena destacar que el satisfacer la 
demanda de estos servicios requiere de planifica-
ción a largo plazo, por ello es esencial que estas 
instituciones cuenten con herramientas jurídicas 
para cumplir sin contratiempos su labor. 

El Ice ha realizado de forma sostenida, duran-
te más de 50 años, estudios en las principales 

\ cuencas del país y ha llevado a cabo programas 
de protección de los recursos naturales y de me-
jora en los procesos productivos del agro con el 
f in de contribuir a la gestión sostenible de las 
cuencas hidrográficas. En función de ello se ha 
invertido importantes recursos para contar con 
una cartera de proyectos de generación eléctrica 
con diferentes fuentes. La hidroelectricidad con-
tinúa siendo la base del desarrollo en los próxi-
mos 20 años, por lo que una nueva legislación 
del recurso hídrico debe tener en cuenta la im-
portancia estratégica de este recurso para el de-
sarrollo del país. La hidroelectricidad constituye 
la principal fuente de generación eléctrica con 
que cuenta el país. En el mediano plazo las fuen-
tes alternas no constituyen sustitutos apropia-
dos. Esta realidad plantea el reto de seguir apro-
vechando el potencial hidroeléctrico con sus 
consiguientes beneficios económicos y ambien-
tales en un marco de uso multipropósito y soste-
nible del agua, según el Plan de Desarrollo Eléc-
trico Nacional (Instituto Costarricense de Elec-
tricidad 2002) 

Para el Ice es vital el marco legal que se pue-
da dar con una nueva Ley de Aguas, pues defi-
niría las reglas del juego y la posibilidad de con-
tinuar o no con el modelo de desarrollo eléctri-
co que el país ha utilizado desde hace más de 50 
años. El sector eléctrico tiene particularidades 
que lo distinguen de otros sectores, lo cual re-
quiere que cualquier proceso de cambio sea es-
tudiado cuidadosamente con el f in de no alterar 
su funcionamiento. En Costa Rica el sistema 
eléctrico ha sido considerado ejemplo en el ám-
bito internacional por las siguientes principales 
razones: (1) Una proporción extraordinariamen-
te alta de su capacidad instalada está constitui-
da por fuentes renovables. (2) La producción de 
electricidad está basada casi en su totalidad en 
fuentes renovables. (3) Se ha logrado una diver-
sificación de las fuentes energéticas al incorpo-
rar la geotermia y la energía eólica, unido a lo 
cual se desarrollan y estimulan investigaciones y 
proyectos con energía solar y biomásica. (4) 
Aplicando los principios de equidad y solidari-
dad el país ha logrado que más del 97% de los 
habitantes de Costa Rica tengan electricidad. 
(5) Hay subsidios a los abonados rurales y de ba-
jo consumo. (7) Los precios de la electricidad 
son los más competitivos en América Latina, 
siendo superados únicamente por los de los paí-
ses que producen petróleo. (8) Los más impor-
tantes indicadores de calidad del servicio y con-
fiabilidad del sistema nos ubican en un alto nivel 
en el ámbito internacional, cercano al de los paí-
ses desarrollados. 

Pocos sectores productivos de nuestro país 
pueden mostrar indicadores de tan alto nivel y 
ser tan competitivos en el ámbito internacional 
como nuestro sector eléctrico, gracias funda-
mentalmente al Ice y la participación de otras 
empresas. Costa Rica se ha diferenciado de la re-
gión en que no ha privatizado y siempre ha sido 
prudente en los procesos de apertura en diversos 
sectores. Especial importancia adquiere enton-
ces el hecho de que se han estado planteando re-
formas parciales y, en este caso, una apertura to-
tal en el segmento de generación eléctrica sin 
mediar antes un proceso de análisis para definir 
el modelo eléctrico y con base en lo anterior lo-
grar una apropiada planificación y regulación del 
sector eléctrico en esos segmentos que se preten-
de abrir. Las razones fundamentales que hacen 
del sector eléctrico algo especial y que, por lo 
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tanto, obligan a que cual-
quier proceso de apertura 
deba llevarse a cabo con 
una ley específica que per-
mita considerar todos los 
elementos y regular apro-
piadamente este sector 
son las siguientes: 
a. La oferta de electrici-

dad, en especial hidroe-
léctrica requiere el uso 
de recursos naturales y 
el empleo de recursos 
considerados colecti-
vos. Por ello es necesa-
rio que en el caso de 
que la sociedad costa-
rricense decida que los 
agentes privados pue-
dan aprovechar lucrati-
vamente estos recursos 
se deba establecer los 
marcos regulatorios ne-
cesarios para resguardar 
el bien de la colectivi-
dad, la operación apro-
piada del sistema eléc-
trico nacional y la pro-
tección del ambiente. 

b. La energía eléctrica y 
sus servicios relaciona-
dos no son mercancías 
convencionales que se 
pueden transar libre-
mente en cualquier 
mercado. Existen res-
tricciones para su movi-
lidad y para su almacenamiento, y su consu-
mo se da en determinadas áreas geográficas 
con requerimientos técnicos variables. 

c. En Costa Rica se tiene calidad y seguridad en 
los servicios gracias a la operación integrada 
del sistema eléctrico nacional con base en 
normas establecidas por el Ice, dadas sus po-
testades. 

d. En un proceso de creación del mercado eléc-
trico de América Central, un proceso de 
apertura como el que plantea el proyecto de 
ley abriría la posibilidad para que agentes pri-
vados usen los recursos naturales nacionales y 
el ambiente para vender sin ningún control a 
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los países de la región, asumiendo el país los 
impactos de dichas actividades. 

e. Aspectos como la escala de los mercados, la 
escala de los proyectos y la forma de lograr 
eficiencia económica requieren especial aten-
ción, pues se ha podido verificar que requie-
ren regulación ante las imperfecciones del 
mercado que se dan en el sector eléctrico. 

f. El Sistema Eléctrico Nacional requiere plani-
ficar su desarrollo con el f in de contar con las 
plantas que puedan brindar la energía eléctri-
ca del país a todas las horas del día según la 
diferente demanda y en las diferentes épocas 
del año con la mayor seguridad y menor cos-
to para los costarricenses. El proceso de aper-
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tura a la generación usando el artificio de la 
Ley de Recursos Hídricos pone en peligro esos 
objetivos. 

g. A diferencia de cualquier otro mercado de 
bienes y servicios convencionales, el servicio 
eléctrico es estratégico para las familias y el 
sector productivo, al abrir posibilidades de 
producción, consumo, calidad de vida y com-
petitividad. 

Conclusiones y recomendaciones 
Las políticas de comando y control para la 

sostenibilidad del recurso hídrico deben emplear 
los instrumentos económicos para valorar apro-
piadamente este recurso. Los cánones de vertido 
y aprovechamiento no deben verse únicamente 
como medio para recaudar recursos financieros. 
Los instrumentos económicos deben dar apro-
piadas señales para promover el uso racional y 
eficiente del agua e incentivar prácticas produc-
tivas más limpias y sostenibles. Bajo ningún caso 
se pueden ver los cánones como permisos para 
contaminar. 

La coordinación y cooperación institucional, 
j un to con la elaboración part ic ipat iva del 
PNRH, constituyen medios más apropiados para 
lograr una gestión integral y sostenible del recur-
so hídrico que la creación de dependencias cen-
tralizadas que consumirían gran parte de los re-
cursos recaudados mediante canon, duplicando 
y asumiendo funciones de instituciones que ya 
las están realizando. 

La planificación de la gestión integral del re-
curso hídrico debe realizarse de arriba hacia aba-
jo y de abajo hacia arriba, siendo este proceso in-
teractivo con una influencia mutua en todos los 
ámbitos. La definición de la política nacional por 
parte del estado debe orientar a las instituciones 
y organizaciones en todos los niveles. A partir de 
esta política se debieran integrar los proyectos y 
programas de carácter nacional y estratégico, 
tratando de conciliar el interés nacional con el 
local. Las cuencas, con base en los principios y 
políticas del recurso hídrico, llevarían a cabo 
mediante los consejos de cuenca procesos de 
participación de los diferentes actores sociales e 
institucionales con el f in de elaborar los planes 
de gestión de cuenca. La dinámica y problemáti-
ca que se visualizara de forma general en las 
cuencas llevaría a mediano plazo a modificacio-
nes de las políticas nacionales y, por ende, influi-

rían en la planificación y gestión del recurso hí-
drico nacional. 

Entes estatales como A y A e Ice tienen obli-
gaciones en la prestación de servicios que los di-
ferencian de cualquier otro agente privado. De-
ben proveer los servicios de agua potable y elec-
tricidad, ambos estratégicos para toda la colecti-
vidad. Por ello como representantes del estado y 
de la colectividad, deben mantener su concesión 
de pleno derecho ajustándose a la normativa 
ambiental existente y a la integración consen-
suada de sus planes de desarrollo dentro del Plan 
Hidrológico Nacional. 
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